CAUSA Nº 7625 CCALP VALENTI VICENTE ERNESTOC/ MINISTERIO DE SEGURIDAD S/ PROCESO SUMARIO DE ILEGITIMIDAD- PREVISION (318)


En la ciudad de La Plata, a los dieciséis días del mes de junio del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa VALENTI VICENTE ERNESTOC/ MINISTERIO DE SEGURIDAD S/ PROCESO SUMARIO DE ILEGITIMIDAD- PREVISION (318), en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº3 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -5672-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia A.M. Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis.

A N T E C E D E N T E S

1. Contra la sentencia dictada en primera instancia que rechaza la pretensión deducida en la demanda, se alza la parte actora e interpone recurso de apelación.

2. Sustanciado el recurso, remitida la causa, declarada admisible la impugnación y dictada la providencia de autos para resolver, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso de apelación? En su caso: ¿Qué pronunciamiento procede dictar?

V O T A C I O N:

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I- 1. El actor promueve proceso sumario de ilegitimidad con el objeto que se deje sin efecto la Resolución Nº 2005 dictada por el Ministro de Seguridad en fecha 27 de octubre de 2006 que decide reescalafonarlo en el grado de Sargento del Agrupamiento Técnico del Personal de apoyo a las Policías de la Provincia y desestima el pedido de reubicación en el grado de Teniente.   

Sostiene, en lo sustancial, que le asiste el derecho a ocupar este último cargo de conformidad a lo establecido en el art. 103 del Decreto 1675/80, promoción que solicitó el 21 de mayo de 2004 tras haber cursado la carrera de Técnico Superior en Laboratorio Químico Pericial, egresando del Instituto de Formación respectivo en el año 2003.  

Describe la situación de morosidad de la administración en decidir su reclamo, que lo obligó a deducir una acción de amparo por mora, a resultas de cuya estimación se dictó la resolución ahora impugnada.

Abunda en el detalle de las modificaciones normativas que sucedieron entre la fecha de su reclamo y la del dictado del acto resolutorio. Asegura que cumplía todas las condiciones estipuladas en el art. 32 del Decreto 1675/80 para ser titular de la reubicación pretendida (Teniente) e invoca el informe de fojas 10 del expediente administrativo donde tramitara su reclamo.

Las patologías y demoras del procedimiento esgrime- no pueden recaer sobre quien reclama por sus derechos ni alterar la situación jurídica existente a la fecha de la petición. 

Además de la normativa invocada, encuentra respaldo jurídico a su pretensión en otros antecedentes resueltos por la administración y pide que se aplique a su caso el mismo criterio que en aquéllos, en los que se procediera en sentido favorable a reclamos similares, aplicándose tal solución jurídica, pese al cambio normativo, sobre la base de errores materiales  (Res. 780/06, 252/06 y 467/05).

2. Sustanciado el proceso, contestada la demanda por la Fiscalía de Estado quien solicita el rechazo de la pretensión, agregadas la prueba documental y los expedientes administrativos y formulados los alegatos por ambas partes, el juez dicta sentencia por la que desestima en todas sus partes la demanda promovida, rechaza el pedido de imposición de costas y regula honorarios.

Para así decidir, analiza si se encuentran configurados los recaudos que posibiliten el reencasillamiento peticionado (Teniente) y si, en tales condiciones, resultaba obligatorio o facultativo disponerlo para la demandada.

Tras el pormenorizado detalle del procedimiento administrativo, el iudex destaca que de acuerdo a lo reglado por los arts. 24, 11 y 12 del decreto 1766/05 -Estatuto de Personal de Apoyo de las Policías de la Provincia- el ingreso siempre debe hacerse por el grado establecido para cada agrupamiento (en el caso, Sargento) salvo la situación especial prevista en la última de las citadas normas.

A ello añade que, amén de cumplirse los requisitos establecidos por la norma, no se es titular de un derecho al reencasillamiento hasta tanto no sea conferida esa situación por la autoridad administrativa competente, pues no es obligatorio para ella conferirla ni se adquiere en forma automática por el agente.

Entiende y concluye que la resolución cuestionada, en tanto rechaza parcialmente el reclamo del actor, no se aparta del principio de legalidad ni aparece irrazonable. Se basa, en particular, en lo informado por el Director del Centro de Altos Estudios en especialidades policiales y lo normado por el art. 24 del citado decreto.

3. Empero, como será analizado, no se detiene el a-quo en el examen del precedente administrativo que el actor invocara en sede administrativa y en la postulación inicial al agraviarse del acto cuestionado porque se aparta, sin justificación según sostiene, del sentido con el que fueron resueltos otros casos análogos, en oportunidad semejante, esto es cuando había expirado la vigencia del decreto ley 9550/80.

4. Precisamente el recurso de apelación interpuesto, además de efectuar la crítica del fallo sobre la base del fundamento jurídico que el apelante entiende correcto, lo refuta por desconsiderar los alegados antecedentes.

II- 1. Si bien al momento de resolverse en sede administrativa lo pertinente al pedido de reescalafonamiento del agente, la reglamentación había sufrido modificaciones (en especial, el decreto 1766/05 que reemplazó al anterior Estatuto decreto ley 9550/80-), se acredita que en análogas circunstancias temporales y bajo situaciones de hecho asimilables, la autoridad administrativa decidió en otro sentido. Ello por cuanto ponderó de un lado la presencia de errores materiales y, del otro, la imposibilidad de hacer pesar sobre el empleado las consecuencias del cambio normativo acaecido frente al transcurso del tiempo que insumiera la resolución o la demora provocada por el extravío del expediente administrativo respectivo.

De ese modo, utilizó un criterio para otros agentes egresados de Institutos Superiores con títulos de técnicos en varias especialidades, promoviéndolos en el Agrupamiento (Técnico) y Escalafón (Teniente), a diferencia del aplicado para resolver el reclamo del actor que se vio limitado al pase de Agrupamiento, rechazándosele el reescalafonamiento.

Tal, en lo esencial, el agravio con el que llega a esta instancia el demandante y que replantea ante la alzada.

En tales condiciones, puede apreciarse que el sustento jurídico del pronunciamiento de primera instancia, pese a que pudiese traducir una correcta inteligencia de los presupuestos de acceso a determinado Agrupamiento en el marco del régimen estatutario, no agota el examen del núcleo de la pretensión. Es que ésta consiste en determinar si, en virtud de las particulares circunstancias bajo las que se persigue el cambio de escalafón, le es aplicable o no al actor una solución jurídica análoga a la que merecieron otros supuestos, en razón de haber obtenido un título de capacitación técnica.

2. En efecto, de la prueba producida surge que la medida que en autos se impugna contrasta con la adoptada en torno a situaciones semejantes, sin que pueda desentrañarse la razón de la diferencia de trato. No la ha proporcionado la motivación del acto sometido a juzgamiento ni tampoco la defensa desarrollada por la Fiscalía de Estado en esta sede, en ninguna de las oportunidades que le tocó intervenir. Amén de que, como se dijo, la sentencia no aborda ese argumento.

3. A continuación habré de detenerme en el examen comparativo del caso y sus precedentes, en cuanto interesa a la resolución del recurso.

a) Conforme surge de las constancias de la causa y del expediente administrativo, el actor cursó la carrera de Técnico Superior en Laboratorio Químico Pericial en el Instituto de Formación Policial en Criminalística, la que se dio por aprobada mediante Resolución Ministerial Nº 301/02 egresando en el mes de diciembre de 2003. El 21 de mayo de 2004 presentó una nota solicitando el pase de agrupamiento y escalafón atento lo establecido por el art. 103 del decreto 1675/80. Sobrevino entonces el retardo en el trámite que, previa sentencia estimatoria en la acción de amparo por mora intentada al respecto, se superó con el dictado de la Resolución Ministerial nº 2005 del 27 de octubre de 2006.

Este acto constituye el objeto de la pretensión anulatoria de autos en tanto, si bien reconoce el pase del agente al Agrupamiento Técnico, lo hace en un grado inferior (Sargento) al pretendido (Teniente).

La resolución se fundamenta en que la citada carrera cursada por el actor no fue concebida como un mecanismo de cobertura de puestos de trabajo ni como una herramienta para el reordenamiento estatutario, sino como una capacitación optativa. De allí que la aprobación no implica el pase de escalafón quedando ello supeditado a la existencia de vacantes, necesidades del servicio, resultado de un concurso y en última instancia sujeto a una decisión superior. Asimismo, se basa en el art. 86 del decreto 1766/05 que faculta a efectuar la reconversión de los recursos humanos que por la naturaleza de su función deban revistar en el Escalafón del Personal de Apoyo a las Policías de la Provincia de Buenos Aires de la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de las Policías y del Ministerio de Seguridad.

b) En cambio, en supuestos de agentes que habían culminado sus carreras de Técnico en varias especialidades, en el mismo Instituto Superior y bajo similares circunstancias, pero que no habían sido incorporados oportunamente en el nuevo escalafón, se efectuó una interpretación orientada a reconocer la promoción por la que aquí brega el accionante.

En ese sentido puede citarse que antes de la modificación estatutaria, el Decreto 3434/04 dispuso en el marco del entonces vigente decreto ley 9550/80 el pase de Agrupamiento y Escalafón equiparable al reclamado en el caso- en relación al personal policial egresado de la VII Promoción del Centro de Estudios en Criminalística que aprobó la Carrera de Técnico Superior en distintas áreas y que cumpliera con los recaudos legales (fs. 2/4, exp. adm. 21.100-229461 agregado por cuerda).

En el año 2006, esto es, una vez que había perdido vigor dicho Estatuto y regía ya el decreto 1766/05, el Ministro de Seguridad dispuso para un agente que revistaba como Sargento del Agrupamiento Servicios Generales, la reconversión al Agrupamiento Técnico con el grado de Teniente. Ello en virtud de lo previsto por el Decreto 3434/04 en el que el interesado no había quedado incluido por error, considerando el criterio de reconversión establecido por el decreto 1766/05 modificado por el decreto 2197/05 y la situación de técnico egresado del citado instituto de capacitación (cfr. Resolución 252/06, fs. 59/60, exp. adm. cit.).

Similar temperamento adoptó la misma autoridad ministerial en relación a personal perteneciente a la VI Promoción de egresados con título de Técnico Superior en distintas especialidades propiciándoles igual trato que a la ulterior promoción con la finalidad que no se vean perjudicados los interesados por la demora generada a raíz del extravío de las actuaciones originales que no les es imputable (cfr. Res. Nº 11117 467/05, obrante a fs. 35/36 exp. adm. 21.100-552707). 

Por otra parte, se registra otro caso similar al de autos, respecto de un egresado al que se le dio por aprobada su carrera de Técnico Superior por Resolución Ministerial Nº 301/02 a quien, el 2 de junio de 2006, el Ministro de Seguridad le confirió la reconversión al grado de Teniente del Agrupamiento Técnico del Personal de Apoyo en lugar del de Sargento del mismo Agrupamiento que se le había reconocido antes. Ello de acuerdo a los Decretos 3434/05 y 1766/05 (cfr. Res. Nº 780/06, fs. 43/44 exp. adm. cit.).

A mayor abundamiento, cabe poner de relieve que en todos los antecedentes citados en los que intervino el Ministerio de Seguridad, éste se hallaba ocupado por la misma persona.

c) El actor en autos también culminó sus estudios superiores con el título de Técnico de conformidad al plan de estudios aprobado por la citada Resolución Ministerial 301/02 acreditando dicha circunstancia con el certificado analítico y el diploma fechado el 18 de diciembre de 2003 (fs. 17 y 20, exp. adm. 21.100.768633/04 alcance N° 1, agregado por cuerda). Empero, la resolución de su caso recibió de la misma autoridad un encuadre distinto en torno al pedido de cambio de escalafón, sin proporcionarse argumentos suficientes que permitan visualizar el motivo de la diferencia con respecto a otros reclamos (cfr. Res. N° 2005 del 27 de octubre de 2006. Fs. 11/12, exp. adm. cit.).

Estas circunstancias, invocadas por el interesado ante la administración, no merecieron pues evaluación alguna en la resolución ministerial a su reclamo que no sólo no se detuvo en ellas, sino que tampoco efectuó una justificación que exponga las razones del apartamiento.

La omisión vuelve a presentarse en esta instancia ante los fundamentos del escrito postulatorio, no respondido en este punto por la réplica contenida en la contestación de la demanda.

Pese a ello, insistiendo el actor en el alegato, tampoco es motivo de ponderación en la sentencia que, si bien expone el argumento en los resultandos, luego no se hace cargo de analizarlo en los considerandos siendo que se trata de un sustento jurídico de la pretensión que se torna, a todas luces, admisible, con el alcance que habré de precisar. 

En suma, se trata de la semejanza que resulta de la situación en la que se halla el interesado en comparación con la de otros agentes cuyos reclamos fueron, en contraste, resueltos de modo favorable mediando circunstancias temporales, subjetivas y jurídicas u objetivas afines y sin que se brindase razón de ello.

4. Corresponde, pues, acceder parcialmente al recurso articulado en tal aspecto y dejar sin efecto el acto objeto de la pretensión (art. 2, Resolución Ministerial N° 2005/05 citada) por falta de motivación bastante y con el siguiente alcance: que la autoridad administrativa llamada a decidir emita un nuevo acto ponderando los antecedentes similares y, en su caso, brindando circunstanciadamente las razones que la lleven a apartarse de los mismos.

No cabe, en cambio, reconocer en esta instancia el derecho al ascenso pretendido pues la adquisición de una situación jurídica de tal carácter requiere del acto administrativo emanado de la autoridad competente que la confiera, no siendo susceptible de ser obtenida por la circunstancia de reunir ciertos requisitos (cfr. decreto 1766/05). Empero ello no significa que el rechazo al reclamo del actor pueda desentenderse de considerar los antecedentes similares invocados (art. 108, especialmente inciso c, decreto ley 7647/80).

a) Ello así en línea con el criterio actual de la Suprema Corte que, tras un detenido y pormenorizado repaso de su doctrina tradicional en torno al precedente administrativo, adopta una posición orientada a reconocer su carácter vinculante cuando concurren determinadas condiciones y en aras de preservar principios tales como la seguridad jurídica, buena fe, legalidad, igualdad, este último en tanto impide un apartamiento infundado del antecedente (arts. 16, C.N.; 11, Const. pcial.; 103 y 108 inc. "c", decreto-ley 7647/80).

Es así que el tribunal se adentra en las características de cada situación contenciosa, poniendo el acento en la presencia de suficiente y concreta motivación de aquella resolución administrativa mencionada por el agraviado, que deja de lado un acto anterior dictado ante idénticas o sustancialmente análogas circunstancias objetivas y por aplicación de iguales normas jurídicas, que luce ajustado a derecho y emana de la misma autoridad -o del superior jerárquico de quien habrá de resolver posteriormente- (causa B. 58.244, "Nazar Anchorena, sent. de fecha 27-2-08 y sus citas, voto del Dr. Soria).  

Analiza el alto Tribunal en relación a tales condiciones necesarias para dar al precedente carácter obligatorio- lo siguiente: [i] en primer término, que se trate de un acto de alcance particular, ajeno entonces a la regla tradicional que repele la invocación de un derecho al mantenimiento de las leyes y normas reglamentarias, o a la inalterabilidad de sus prescripciones (C.S.J.N. Fallos 268:228; 272:229; 291:359; 310:2845; 311:1213; 322:158 y sus citas; 324:4404, entre muchos otros); [ii] por otra parte, que concurra la identidad subjetiva entre la autoridad de la cual procede el acto antecedente y aquélla contra cuya denegatoria (acto consecuente) ahora se alza el reclamante; [iii] a la vez, que medie una identidad objetiva, esto es, de circunstancias y pretensiones; en tanto los hechos, lo peticionado y acreditado ante la Administración debieron resolverse a la luz de un mismo ordenamiento aplicable y en un mismo contexto temporal; [iv] en ese marco, se destaca como dato esencial para censurar el obrar administrativo el que las autoridades intervinientes no hayan expuesto en modo cabal razones suficientes para fundar el cambio de criterio interpretativo acerca del supuesto que resuelven de modo disímil al precedente; [v] a todo esto ha de añadirse que no se hubiesen alegado ni demostrado por la misma autoridad concretas razones de legalidad (carácter contra legem del precedente) ni de interés público, que pudieran erigirse en barrera contra la vinculación que a mi juicio la obligaba a sujetarse a lo ya decidido (cfr. causa cit.). 

b) Pues bien, tal como ha quedado consignado, en este caso en el que concurren las identidades subjetiva, temporal y, prima facie, objetiva no se ha proporcionado ninguna explicación o argumento que permita encontrar la razón del distingo, sin perjuicio del ejercicio de la potestad de nombrar y ascender al personal, fuera de disputa en cuanto a su titularidad y consecuencias en relación al caso. El acto adolece de déficit en su motivación pues no explicita acerca de la inexistencia de tales coincidencias entre el reclamo del actor y los precedentes invocados, o bien de la presencia de ilegalidad en aquéllos o sobre las razones de interés público que pudieran contraponerse al mantenimiento del mismo criterio, como tampoco aborda las diferencias con aquéllos a fin de abastecer el distinto resultado al que arriba. 

Cabe pues concluir que frente a tales antecedentes, la resolución del pedido del actor que circunscribió su alcance al reconocimiento del cambio de Agrupamiento, no brinda las razones que justifiquen la diferente solución ante cuestiones jurídicas que en principio no presentan diferencias sustanciales. Al menos de existir deberían haber sido motivo de expresión en los fundamentos del acto, pues el interesado peticionó expresamente que se diera al suyo el mismo tratamiento que a los anteriores.

Es pues ineficaz el acto para abastecer la específica motivación requerida por la norma positiva (arg. art. 108 inc. "c", decreto ley citado; doctr. S.C.B.A. cit.). 

Tanto más si se computa que el emplazamiento en la situación jurídica que se postula encuadra en el ámbito de potestades privativas de la autoridad administrativa cuyo ejercicio, en la faceta de discrecionalidad que lo alcanza, exige con mayor estrictez la expresión de las razones que, en este caso, inclinan su decisión, en contraste con otros, en sentido contrario al reclamo (en tal sentido doctr. S.C.B.A. causas B-48137, Verdún, sent. del 20-4-84; B-54.824, sent. del 5-7-96; B-55.215, sent. del 18-11-97; B-55.284, sent. del 23-6-98; B-55.164, sent. del 30-8-00; B-56ñ994, sent. del 1-10-03; B-55.647, sent. del 15-3-06; B-59.399, sent. del 20-6-07, B- 59.819, sent. Del 23.4.08, entre muchas).

5. En mérito de los fundamentos expuestos, corresponde acoger parcialmente el agravio del recurrente, dejar sin efecto la sentencia desestimatoria de la pretensión y hacerle lugar a ésta con el siguiente alcance: anulando el art. 2 de la Resolución Ministerial N° 2005/06 en cuanto rechaza el pedido de rescalafonamiento a fin de que el órgano administrativo ejerza nuevamente su potestad decisoria, de conformidad a las exigencias de motivación que se exponen en la presente, contemplando circunstanciadamente en ella los precedentes invocados por el reclamante (arts. 12 inc. 1, 70 y concs., C.P.C.A.; art. 108 inc. c, decreto ley 7647/80; normas del decreto 1677/05).

A tal fin se condena a la demandada al dictado del nuevo acto dentro del plazo de 30 días (art. 70 y concs., C.P.C.A.).

Con costas del proceso en el orden causado (art. 51, C.P.C.A.), pues no advierto mérito alguno para imponerlas amén de que el principio general coincide en el caso con el criterio objetivo del vencimiento, de conformidad al resultado que propongo.

Así lo voto.

A la cuestión planteada el Dr. Spacarotel dijo:

I. Coincido con el desarrollo y resultado propuesto por la Dra. Milanta.

II. En efecto, a los fines de garantizar la efectividad de ciertos principios fundamentales del ordenamiento jurídico tales como, la igualdad ante la ley, la seguridad jurídica, el debido proceso y la buena fe, me persuade de reconocer -verificada la configuración de ciertos presupuestos- el carácter vinculante de los precedentes administrativos, según el perfil que se hubo orientado el expediente de autos.

III. En tal temperamento, juzgo prudente solicitar la decisión fundada de la autoridad administrativa en ese tópico sustancial del desarrollo del proceso.-

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Junto a la Dra. Milanta, también considero necesario el pronunciamiento de la autoridad administrativa que brinde las razones que ese criterio reclama, para elucidar el derecho de igualdad que ventila el caso.

En ese contexto, adhiero a su voto.

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se hace lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la actora, se deja sin efecto la sentencia de grado en cuanto desestima la pretensión y se hace lugar a ésta con el siguiente alcance: se anula el art. 2 de la Resolución Ministerial N°2005/06 en cuanto rechaza el pedido de reescalafonamiento a fin de que el órgano administrativo ejerza nuevamente su potestad decisoria, de conformidad a las exigencias de motivación que se exponen en la presente, contemplando circunstanciadamente en ella los precedentes invocados por el reclamante (arts. 12 inc. 1, 70 y concs., C.P.C.A.; art. 108 inc. c, decreto ley 7647/80; normas del decreto 1677/05).

A tal fin se condena a la demandada al dictado del nuevo acto dentro del plazo de 30 días (art. 70 y concs., C.P.C.A.).

Costas del proceso por su orden (art. 51, ley 12.008 t.o. ley 13.101-).

Por su labor en primera instancia, adecúanse los honorarios de la letrada patrocinante de la parte actora, Dra. M.A. Labrunee, en la suma de PESOS MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y CINCO ($1.495,00), importe al que se deberá adicionar el porcentaje de ley (arts. 274, C.P.C.C.; 77, ley 12.008 t.o. ley 13.101-; 10, 15, 31, 49, 54, 57 y concs., dec-ley 8904/77; 12 inc. a) y 16, ley 6716 y modif.).

Por su actuación profesional en segunda instancia, regúlanse los honorarios de la Dra. M.A. Labrunee, en la suma de PESOS CUATROCIENTOS CUARENTA Y OCHO ($448,00), monto al que se deberá adicionar el 10% (arts. 10, 15, 31, 54, 57 y concs., dec-ley 8904/77; 12 inc. a) y 16, ley 6716 y modif.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo  Juan De Santis. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº 258(S).

